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SCI-782-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo A, Rector 
Comisión Permanente de Asuntos Jurídicos Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
27 de setiembre del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2784 Artículo 13, del 27 de setiembre del 2012.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de “Ley Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio No. 1735 de 19 de junio del 1954 y sus reformas”, Expediente No. 18.422




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2778 del Consejo Institucional, celebrada el 16 de agosto de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de “Ley de Radio No. 1735, de 19 de junio de 1954 y sus Reformas”, Expediente No. 18.422 y se dispone solicitar el criterio a la Oficina de Comunicación y Mercadeo.

2. Mediante oficio SCI-615-2012, del 16 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la M.Sc. Karla Garita, Directora de la Oficina de Comunicación y Mercadeo, se solicita criterio técnico sobre el Proyecto de “Ley Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio, No. 1735, de 19 de junio de 1954 y sus Reformas”.

3. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio Oficina de Comunicación y Mercadeo-73-2012, del 29 de agosto de 2012, suscrito por la MBA. Karla Garita Granados, Directora de la Oficina de Comunicación y Mercadeo, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual informa lo siguiente:

“El  proyecto de ley “Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio No. 1735, de 19 de junio de 1954 y sus reformas”, expediente No. 18422, pretende que el establecimiento de manejo y explotación de empresas de servicios inalámbricos de radio y televisión que hagan negocio con sus transmisiones, solo podrán permitirse a ciudadanos costarricenses o compañías cuyo capital en no menos de un 65% pertenezcan a personas físicas costarricenses. 

En este contexto esta Oficina considera que dicha reforma no contiene aspectos estrictamente técnicos de comunicación; más bien involucra aspectos legales, político-ideológicos y de carácter técnico en el campo de las telecomunicaciones. 

Por lo anterior un criterio esbozado desde esta dependencia se realizaría como una simple  “lectura del entorno” que tenemos como  profesionales en el campo del periodismo y la comunicación, pero estaría acéfalo de un criterio integral.

Esta Oficina solo  tendría competencia para referirse a algunas limitaciones en los derechos de transmisión, a la temática de divulgación y al acceso al mercado laboral de los comunicadores, en el entendido que estos tres puntos son lecturas del entorno que realizaríamos, pero no criterios técnicos en la materia de comunicación.

Por tanto proponemos, con todo respeto, que se consulte a la Asesoría Legal y a la Escuela de Ingeniería en Electrónica que cuenta con técnicos en la materia de telecomunicaciones y que en conjunto se pueda dar un criterio único e integral”. 

4. Se envía oficio SCI-678-2012 del 30 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la Licda. Grettel Ortiz, Directora de la Oficina de Asesoría Legal, en el cual con instrucciones de la Presidencia del Consejo Institucional, se le solicita criterio sobre el Proyecto de “Ley Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio No. 1735, de 19 de junio de 1954 y sus Reformas”.

5. Se envía oficio SCI-682-2012 del 30 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la M.Sc. Karla Garita, Directora de la Oficina de Comunicación y Mercadeo, en el cual se le solicita con instrucciones de la Presidencia, ampliar el criterio emitido anteriormente, sobre los aspectos señalados en el criterio remitido mediante oficio OCM-73-2012.

6. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio Asesoría Legal-514-2012 del 10 de setiembre de 2012, suscrito por la M.Sc. Grettel Ortiz Álvarez, Directora de Asesoría Legal, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual emite criterio del Proyecto de “Ley Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio No. 1735, de 19 de junio de 1954 y sus Reformas”, que en lo conducente dice:

“Artículo 3.- El establecimiento, manejo y explotación de empresas de servicios  inalámbricos de radio y televisión, que hagan negocio con sus trasmisiones, solo podrán permitirse a ciudadanos costarricenses, o compañías cuyo capital en no menos de un 65% (sesenta y cinco por ciento) pertenezca a personas físicas costarricenses. Las empresas concesionarias deberán informar sobre cualquier cambio que se produzca en su capital, a efectos de verificar el cumplimiento de esta obligación. El Estado ejercerá la vigilancia y control de todas las instalaciones de servicios inalámbricos.”



Lo anterior  debido a que el proponente considera importante mantener un porcentaje de  no menos 65% en manos de ciudadanos o compañías costarricenses. Como se estipulaba en la Ley 1735  de Radio desde 1954, la cual fue derogada por medio de la Ley General de Telecomunicaciones, N.º 8642, de 4 de junio de 2008, (artículo 76, inciso b) que se aprobó en la Asamblea Legislativa como parte de la “agenda de implementación” del Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana.

Para que las y los señores miembros del Consejo Institucional  tengan una mayor claridad relacionado con la propuesta de reforma que se propone,  se incluye  a continuación un cuadro  comparativo que comprende el artículo propuesto así como el artículo derogado por la  Ley de la Ley General de Telecomunicaciones, N.º 8642, de 4 de junio de 2008.

	Ley de Radio 1758
	Proyecto 18422 propuesto 

	ARTICULO 3º-
El establecimiento, manejo y explotación de empresas de servicios inalámbricos, que
hagan negocio con sus transmisiones, solo podrán permitirse a ciudadanos costarricenses o a
compañías cuyo capital en no menos de un 65% (sesenta y cinco por ciento), pertenezca a
Costarricenses. El establecimiento y funcionamiento de estaciones de radioaficionados no
estará sometido a la indicada restricción, pero no se concederá derecho al extranjero con Residencia en Costa Rica, en cuyo país de origen no se conceda el mismo a ciudadanos costarricenses. El Estado ejercerá la vigilancia y control de todas las instalaciones de servicios inalámbricos.
Derogado por el artículo 76 inc. b de la Ley General de Telecomunicaciones .N.8642
	ARTÍCULO ÚNICO.- Adiciónese un artículo 3 a la Ley de Radio, N.º 1735, de
19 de junio de 1954, y sus reformas, cuyo texto dirá:
“Artículo 3.- El establecimiento, manejo y explotación de empresas
de servicios inalámbricos de radio y televisión, que hagan negocio con sus
trasmisiones, solo podrán permitirse a ciudadanos costarricenses, o
compañías cuyo capital en no menos de un 65% (sesenta y cinco por
ciento) pertenezca a personas físicas costarricenses. Las empresas
concesionarias deberán informar sobre cualquier cambio que se produzca
en su capital, a efectos de verificar el cumplimiento de esta obligación. El
Estado ejercerá la vigilancia y control de todas las instalaciones de
Servicios inalámbricos.”



El presente análisis se basa en la legislación, jurisprudencia y pronunciamientos nacionales ,  así como  las medidas disconformes lista de Costa Rica contenidas en el Tratado Libre de Comercio entre Estados Unidos, Centroamerica y República Dominicana, relacionadas con el tema.

Legislación Nacional 

Nuestra Constitución Política  en el Capítulo II sobre Atribuciones de la Asamblea Legislativa  artículo 121  inciso 14) establece como atribución “Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes propios de la Nación.
No podrán salir definitivamente del dominio del Estado:
(…)
c) Los servicios inalámbricos;
Los bienes mencionados en las apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa.
(…)

En el caso de las frecuencias de radiodifusión ya sea sonora o televisiva debemos de tener encuenta que estamos frente a un bien de dominio público y cuya concesión  debe estar dirigida a un servicio público. 

El artículo 7 de la Ley de Radio  Nº 1758 , así como la Ley General de Telecomunicaciones Ley Nº 8642 y el Reglamento de la Ley General de Telecomunicaciones  de setiembre del 2008, establecen el proceso de  concesión que debe segurise para la obtención de una frecuencia de radiodifusión. 

Pronunciamientos:
“Procuraduría General de la República
OJ-032-1999 
Dentro de los puntos de consulta y relacionado con el tema que nos interesa tenemos que ante la Procuraduría General de la República se consulto: “ La Ley de Radio, exige como requisito en su artículo 3, que el establecimiento, manejo y explotación de empresas de servicios inalámbricos, sólo se permite a ciudadanos costarricenses o compañías cuyo capital pertenezca en al menos 65% a los costarricenses. Se pregunta si la Administración, debe verificar dicho requisito solamente al momento de la presentación de la solicitud de licencia respectiva, en virtud de lo cual se deriva una obligación del concesionario de reportar de oficio la variación accionaria; o si por el contrario, le corresponde a la Oficina de Control de Radio requerir periódicamente la información verificar ese hecho? 
(…)

La Procuraduría indica como parte de su análisis. “Puede afirmarse que, de conformidad con el numeral supra transcrito, solamente las personas físicas que sean ciudadanos costarricenses, o las personas jurídicas con al menos 65% de su capital en manos de costarricenses, pueden establecer, manejar o explotar servicios inalámbricos.

Como se observa de la redacción del citado numeral, este requisito debe mantenerse durante el lapso que dure la concesión, no pudiendo interpretarse que la limitación opere solamente para efectos de la solicitud inicial, porque si no se hubiesen utilizado los términos de manejar y explotar, si no únicamente el de establecer.

Debe tenerse presente que el artículo está referido a un tipo de empresa a través de la cual se utiliza un bien de dominio público, los servicios inalámbricos, los que, además, el constituyente les otorgó una naturaleza muy especial en el artículo 121 inciso 14).

Sobre este tema, tanto la Sala Constitucional como esta Procuraduría han tenido amplia oportunidad de referirse a él en los siguientes términos:

La Sala Constitucional ha especificado que:
"Para un elenco de bienes, servicios y recursos han sido constitucionalmente definidos los límites del mercado y del tráfico económico. La Constitución no establece una uniforme intensidad de demanialidad ni de reserva al sector público de servicios o recursos esenciales. Según el artículo 121 inciso 14, el que ahora nos ocupa, los servicios inalámbricos "no podrán salir definitivamente del dominio del Estado". Pública es la titularidad; han sido constitucionalmente vinculados a fines públicos y su régimen es exorbitante del derecho privado. No obstante, cabe la explotación por la administración pública o por particulares, "de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa". Infiérase entonces:

a) Una reserva de ley. La explotación por particulares o por las administraciones públicas requiere sea concesión especial, cuando procediere, sea una ley que concursalmente permita a los particulares esa explotación, siempre sin pérdida de la titularidad y de la vinculación a fines públicos.

b) La propia Constitución califica a ciertos bienes como del dominio público -el espectro electromagnético, en la especie.

c) La actividad económica -los servicios que explotan esos bienes- es reservada al Estado, con previsión de un régimen de explotación por parte de los particulares. El servicio público de telefonía, los yacimientos petroleros, las fuerzas que puedan obtenerse de las aguas del dominio público y otros bienes y actividades son "propios de la Nación"; se los designa, ciertamente, también como "dominio del Estado", pero el giro del Constituyente conlleva que a aquel son encomendados ciertos bienes porque la Nación carece de personificación jurídica. El Estado viene a ser una suerte de fiduciario de la Nación, fórmula coherente con las reivindicaciones que históricamente justifican la demanialidad constitucionalmente declarada que examinamos. Los funcionarios públicos no pueden disponer a su antojo autorizaciones relativas a servicios y bienes propios de la Nación que el tiempo tornaría alegadamente inatacables; hay un orden público esencial:

El derecho no es simplemente un agregado de derechos subjetivos; también lo conforma un orden de convivencia -objetivo-, razonable y democrático, expresión de los valores del Estado Social de Derecho (artículos 74 y 50 de la Constitución)." (Voto 5386-93 de 26 de octubre de 1993) 
"...los bienes demaniales están sujetos a un régimen jurídico particular en orden a su explotación, régimen que determina que los particulares sólo puedan explotarlos en tanto sean concesionarios. Esta concesión puede ser especial en cuanto acordada por la Asamblea Legislativa, o por el Poder Ejecutivo de conformidad con una ley de la materia. Lo fundamental aquí es que en virtud de la reserva de ley que existe en este asunto, le corresponde a la Asamblea Legislativa la fijación y regulación de las condiciones y estipulaciones para el otorgamiento de dicha concesión; resulta prohibitiva la disposición constitucional que impide la prestación privada de servicios inalámbricos sin ley o sin concesión especial del legislador..." (Sala Constitucional, Voto 3067-95 de 13 de junio de 1995) (Los resaltados en las resoluciones anteriores no son del original) 
La Procuraduría también, como órgano consultivo de la Administración, precisó oportunamente: 
"Sobre esta disposición constitucional(1) no existe jurisprudencia alguna, ni a nivel del control de constitucionalidad encargado anteriormente a la Corte Plena y ahora a la Sala Constitucional, ni a nivel de Corte de Casación o de la actual Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. Tampoco las Actas de la Asamblea Nacional Constituyente ofrecen mejor criterio para lograr determinar el sentido y los alcances de dicha norma constitucional, ya que las únicas actas que se ocupan del asunto dan a entender que no hubo discusión alguna al respecto, aprobándose la norma que hoy se conoce sin mayor polémica (ver Actas Nº 97, art. 3, tomo II, pág. 406 y Nº 181, art. 3, tomo III, pág. 622). Ante tal carencia de fuentes doctrinales y jurisprudenciales, sólo es admisible una interpretación propia para entender su contenido. 
(1) Se refiere al artículo 121 inciso 14) de la Constitución Política. 
El artículo 121, inciso 14) constitucional tiene básicamente tres disposiciones en lo que se refiere a servicios inalámbricos: 
a) la atribución a la Asamblea Legislativa de la competencia exclusiva para enajenar o aplicar a usos públicos los bienes propios de la Nación, es decir, para destinar a usos públicos tales bienes y también para lo contrario, para desafectarlos de un uso público, enajenándolos en beneficio de un tercero; b) la declaración de propiedad o titularidad del Estado, en grado de exclusividad, sobre los bienes que la norma indica en sus incisos a), b) y c), con la expresada prohibición de que tales bienes - entre los que se encuentran los servicios inalámbricos- pueden "salir definitivamente del dominio del Estado"; y, c) la indicación imperativa de los únicos medios constitucionalmente disponibles en nuestro ordenamiento jurídico para explotar los bienes, que como los servicios inalámbricos, no pueden salir definitivamente del dominio del Estado, medios éstos que son o una concesión para la explotación de tales bienes "de acuerdo con la ley" general dictada sobre la materia, o bien una concesión "mediante ley especial" dictada por la Asamblea Legislativa "por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa." Queda claro entonces que los servicios inalámbricos son del dominio exclusivo del Estado, que no pueden ser enajenados por éstos y que sólo pueden explotarse por otros sujetos (públicos o privados) mediante concesión administrativa fundada en una ley general previa o mediante concesión legislativa, consistente en una ley especial dictada para el caso por la Asamblea Legislativa"." (Pronunciamiento C-031-90 de 5 de febrero de 1990, reiterado entre otros por el C-021-97) "De conformidad con lo que dispone la Constitución Política, en su artículo 121, inciso 14, para la explotación de los servicios inalámbricos se requiere concesión especial aprobada por ley o bien concesión otorgada con arreglo a las condiciones y estipulaciones establecidas por la ley. Se sujeta así, el bien público y los servicios que con él se prestan a un régimen jurídico especial. 
Ahora bien, ha sido reiterado el criterio de la Procuraduría General en el sentido de que el bien jurídico protegido por la norma constitucional es el espectro electromagnético. En ese sentido, el dictamen N. 031-90 de 5 de febrero de 1990 señala: 
"Cabe decir que lo que es del dominio público del Estado es el sistema de ondas electromagnéticas, explotable mediante servicio inalámbricos o de telecomunicaciones, prestables bien directamente por el Estado o bien, mediante los instrumentos jurídicos de transferencia de esa facultad a otros sujetos, públicos o privados, definidos por el artículo 121, inciso 14) Constitucional, a saber: concesión administrativa del Estado, otorgada con fundamento en una ley general previa en la materia, que regule los derechos y obligaciones del Estado concedente y del concesionario; pero si no hay ley vigente aplicable, se requerirá de una concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa." (...)." (Pronunciamiento C-231-97 de 5 de diciembre de 1997) 
Es clara la diversidad de tratamiento que el Constituyente diseñó para este tipo de bienes, protegiéndolos y rodeándolos de una serie de restricciones para su explotación. Obviamente, lo anterior sólo puede partir del hecho de que en su criterio se trataba de bienes de especial relevancia para el Estado. Por eso dispone el artículo 121 inciso 14) en lo que interesa: 
"Artículo 121.- Además de otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde a la Asamblea Legislativa: ... 14) Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes propios de la Nación. No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: ... 
b) Los servicios inalámbricos. 
Los bienes mencionados en ellos apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa." (Lo resaltado no es del original) 
Por lo tanto, los servicios inalámbricos sólo pueden ser explotados mediante una concesión especial otorgada por la Asamblea Legislativa o en virtud de lo dispuesto en una ley, que en este caso, dicho marco de referencia lo daría la Ley de Radio. 
Lo anterior, lo recoge la citada Ley en su artículo 1º al señalar: 
"Artículo 1º.- Los servicios inalámbricos no podrán salir definitivamente del dominio del Estado y solamente podrán ser explotados por la Administración Pública o por los particulares, de acuerdo con la presente ley, salvo los casos de concesiones especiales". 
De esta forma, cuando se otorgue una autorización para operar una empresa de servicios inalámbricos al amparo de la Ley de Radio, ésta debe cumplir con el requisito fijado en el artículo 3º, tanto para el establecimiento, la operación y explotación de ella. …”
Jurisprudencia
Interpretación de Constitucionalidad:
El artículo 3 ha sido interpretado constitucionalmente sobre su aplicación en relación al servicio de radiomensajes modalidad beeper, mediante Voto No. 2001-03060 de la Sala Constitucional, indicando: 
"Por tanto: 
Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional la aplicación del artículo 3 de la Ley número 1758 del diecinueve de junio de mil novecientos cincuenta y cuatro y el inciso a) del artículo 7 del Decreto Ejecutivo número 63 (Reglamento de Estaciones Inalámbricas) al servicio de radiomensajes modalidad "beeper". En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnadas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. "
Así las cosas tenermos que el artículo 3 con relación a la limitación  o restriccion por parte de extranjeros no fue declara insconstitucional.
En  igual sentido se cuestionó el artículo 3 de la citada ley cuando se declaró inconstitucional  el artículo 2 de la ley 6220 por la sentencia No. 5965-94. LA -: 
"Los medios de difusión y las agencias de publicidad, únicamente podrán ser explotados por costarricenses por nacimiento, o por hijos menores de costarricenses o bien por personas naturalizadas con no menos de diez años de residencia en el país, después de haber adquirido la nacionalidad."
Por su parte, artículo 3 de la Ley No. 1758 indica: 
"El establecimiento, manejo y explotación de empresas de servicios inalámbricos, sólo podrá permitirse a ciudadanos costarricenses, o a compañías cuyo capital en su mayor parte sea suscrito y pagado por costarricenses y en todo caso bajo la supervigilancia y control del Estado." 
Se desprende con sobrada claridad que la materia que regulan ambas normas no es necesariamente coincidente, pues, el artículo 2 de la Ley No. 6220 se refiere a "medios de difusión y agencias de publicidad" y el artículo 3 de la Ley No. 1758 comprende a "empresas de servicios inalámbricos". 
Más aún, nuestra Constitución Política le otorga un tratamiento especial a estos último, al establecerse en el artículo 121 inciso 14) lo siguiente: 
"Además de las otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 
(...) 
14) Decretar la enajenación o la aplicación a usos públicos de los bienes propios de la Nación. No podrán salir definitivamente del dominio del Estado: a)... 
b)... 
c) Los servicios inalámbricos; 
Los bienes mencionados en las apartes a), b) y c) anteriores sólo podrán ser explotados por la administración pública o por particulares, de acuerdo con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa. (...)" 
Respecto a si los alcances de la Sentencia 5965-94 de las 15:51 horas del octubre de 1994 de la Sala Constitucional, notificada recientemente, en la que declaró inconstitucional el artículo 2 de la Ley No. 6220 son aplicables al artículo 3 de la Ley 1758, la propia Sala se pronunció en sentido negativo, especificando que: 
"... Habida cuenta de que la radio y la televisión emplean un medio limitado de difusión -el espacio radioeléctrico-, hay que decir desde ahora que la declaratoria que aquí (en esta sentencia) se hace no está destinada a incidir en el asunto de la regulación de ese espacio (por ejemplo, lo relativo al régimen de concesiones), con o cual no se entra en el ámbito normativo que desarrolla las prescripciones del inciso 14 del artículo 121 de la Constitución - sobre los servicios inalámbricos-, ni en el de las limitaciones que en ese campo impone la misma naturaleza de ese espacio."
De lo expresado por la Sala Constitucional, queda claro que los alcances de la anterior resolución no son necesariamente aplicables a los bienes regulados en el artículo 121 inciso 14), que son precisamente los que tienen relación con el artículo 3 de comentario. 
Tratado Libre de Comercio entre Estados Unidos , Centroamerica y República Domininaca, suscrito el 5 de agosto de 2004  ratificado el 17 de diciembre de 2004  Publicado en el Diario Oficial Nº 17,  tomo 366 del 25 de enero del 2006, el cual entró en vigencia el 01 de marzo de  2006.  
Para mayor claridad se indica que  en este tipo de tratados existe la posibilidad de que los países partes no estén de acuerdo con algunos puntos  del mismo  ante lo cual acuerdan con las otras partes la reserva de conservación en el ordenamiento jurídico de una  normativa específica. 
Esas medidas relacionados con las Telecomunicaciones-Radio y Televisión se encuentra como Medidas Disconformes de Costa Rica siendo las obligaciones afectadas las siguientes:
I-Trato Nacional art. 10.3
  1. Cada Parte otorgará a los inversionistas de otra Parte un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a sus propios inversionistas en lo referente al establecimiento, adquisición, expansión, administración, conducción, operación y venta u otra forma de disposición de las inversiones en su territorio.
2. Cada Parte otorgará a las inversiones cubiertas un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a las inversiones en su territorio de sus propios inversionistas en lo referente al establecimiento, adquisición, expansión, administración, conducción, operación y venta u otra forma de disposición de las inversiones.

10-2
3. El trato otorgado por una Parte de conformidad con los párrafos 1 y 2 significa, respecto a un gobierno de nivel regional, un trato no menos favorable que el trato más favorable que ese gobierno de nivel regional otorgue, en circunstancias similares, a los inversionistas e inversionesde inversionistas de la Parte de la que forma parte.

II-El artículo 11.2 Trato Nacional
1. Cada Parte otorgará a los proveedores de servicios de otra Parte un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a sus propios proveedores de servicios.
2. El trato otorgado por una Parte de conformidad con el párrafo 1 significa, respecto a un gobierno de nivel regional, un trato no menos favorable que el trato más favorable que ese gobierno de nivel regional otorgue, en circunstancias similares, a los proveedores de servicios de la Parte de la que forma parte integrante.

III-En igual sentido con esta medidas de disconformidad en el tema de Telecomunicaciones-Radio y Televisión se a afecta  Las Inversiones  artículo. 10.4 1. Cada Parte otorgará a los inversionistas de otra Parte un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a los inversionistas de cualquier otra Parte o de cualquier país que no sea Parte, en lo referente al establecimiento, adquisición, expansión,administración, conducción, operación y venta u otra forma de disposición de inversiones en su territorio.
2. Cada Parte otorgará a las inversiones cubiertas un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a las inversiones en su territorio de inversionistas de cualquier otra Parte o de cualquier país que no sea Parte, en lo referente al establecimiento adquisición, expansión, administración, conducción, operación y venta u otra forma de
disposición de inversiones.

IV-Comercio Transfronterizo Trato Más Favorable art-11.3 Trato de Nación Más Favorecida
Cada Parte otorgará a los proveedores de servicios de otra Parte un trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a los proveedores de servicios de cualquier otra Parte o de un país que no sea Parte.

V-Capítulo Diez Inversión Artículo 10.10: Altos Ejecutivos y Juntas Directivas
1. Ninguna Parte exigirá que una empresa de esa Parte, que sea una inversión cubierta, designe a personas naturales de alguna nacionalidad en particular para ocupar puestos de alta dirección.
2. Una Parte podrá exigir que la mayoría de los miembros de una junta directiva o de cualquier comité de tal junta directiva, de una empresa de esa Parte que sea una inversión cubierta, sea de una nacionalidad en particular o sea residente en el territorio de la Parte, siempre que el requisito no menoscabe materialmente la capacidad del inversionista para ejercer el control de su inversión

VI- Art.11.4. Acceso a los Mercados 
Ninguna Parte adoptará o mantendrá, sobre la base de una subdivisión regional o de la totalidad de su territorio, medidas que:
(a) impongan limitaciones sobre:
(i) el número de proveedores de servicios, ya sea en forma de contingentes
numéricos, monopolios o proveedores exclusivos de servicios o mediante
la exigencia de una prueba de necesidades económicas,
(ii) el valor total de los activos o transacciones de servicios en forma de
contingentes numéricos o mediante la exigencia de una prueba de
necesidades económicas,
(iii) el número total de operaciones de servicios o a la cuantía total de la
producción de servicios, expresadas en unidades numéricas designadas, en
forma de contingentes o mediante la exigencia de una prueba de
necesidades económicas,2 o
2 Esta cláusula no cubre las medidas de una Parte que limitan los insumos para el suministro de servicios.
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(iv) el número total de personas naturales que puedan emplearse en un
determinado sector de servicios o que un proveedor de servicios pueda
emplear y que sean necesarias para el suministro de un servicio específico
y estén directamente relacionadas con él, en forma de contingentes
numéricos o mediante la exigencia de una prueba de necesidades
económicas; o
(b) restrinjan o prescriban los tipos específicos de persona jurídica o de empresa
conjunta por medio de los cuales un proveedor de servicios puede suministrar un
Servicio.
Como resultado de estas medidas se  hace en el Tratado la   siguiente descripción:
Descripción: Servicios Transfronterizos e Inversión
En Costa Rica, los servicios inalámbricos no podrán salir definitivamente del dominio del Estado y sólo podrán ser suministrados por la administración pública o por particulares, de conformidad con la ley o mediante concesión especial otorgada por tiempo limitado y con arreglo a las condiciones y estipulaciones que establezca la Asamblea Legislativa.
Sólo los nacionales costarricenses o las empresas cuyo capital pertenezca en no menos de un 65 por ciento a nacionales  costarricenses, podrán establecer o manejar una empresa que suministre servicios inalámbricos. Esta restricción no se aplica al establecimiento y operación de estaciones de radioaficionados, pero no se concederán derechos a un extranjero con residencia en Costa Rica, cuando el país de origen de ese extranjero no conceda ese mismo derecho a nacionales costarricenses.
Sólo los nacionales costarricenses o las empresas de acciones nominativas y que sean propiedad de nacionales costarricenses podrán obtener una licencia para operar servicios de radiodifusión de Ultra Alta Frecuencia (UHF).

Las medidas disconformes pactadas por Costa Rica dan origen a un  ANEXO I, Lista de Costa Rica
I-CR-25
Sólo los nacionales costarricenses o las empresas cuyo capital pertenezca en no menos de un 65 por ciento a nacionales costarricenses podrán obtener una licencia o adjudicación de un canal de televisión libre para señales originadas en Costa Rica.
Sólo los nacionales costarricenses o las empresas cuyo capital pertenezca en no menos de un 65 por ciento a nacionales costarricenses podrán obtener una licencia para operar estaciones de radio; radioaficionados; radio-televisión; y estaciones de Difusión  marítima, aeronáutica, meteorológica y privadas.
Los directores o administradores de empresas que prestan servicios de radio y televisión deben ser costarricenses por nacimiento o tener más de diez años de naturalización.
El derecho de establecer estaciones radiográficas en Costa Rica para la transmisión y recepción de mensajes oficiales, está permanentemente reservada al Estado y no está sujeta a concesión.

CONSIDERACIONES: 

1- Podría alegarse que el artículo 3  de la Ley de Radio derogado,  es discriminatorio, al no dar un trato igual a nacionales y extranjeros, no obstante se considera que esto no es así por las siguientes razones :
	 El artículo en cuestión no excluía la participación de los extranjeros, lo que se	establecía era una limitación, dos aspectos muy diferentes, primero impide la 	participación lo que si podría dar cabida a un trato desigual, en cambio las 	limitaciones, reconocen el derecho de participación. Sobre el particular la Sala Constitucional Voto 1999-01898 ha señalado que: “las limitaciones en cambio, reconocen el derecho pero lo restringen  o limitan”   En igual sentido  la Sala  advierte que esta limitante debe ser “necesaria, idónea y proporcional” ( Voto 2001-03030), requisitos que se cumplían en el artículo 3 derogado y que ahora se intenta  restablecer, veamos : 

a) El hecho que no se exija un porcentaje de capital  de inversión nacional, atenta contra la naturaleza misma de un bien de dominio público debido a que el artículo 25 de la Ley de Radio indica que: “Las concesiones se entenderán concedidas por tiempo limitado, pero se prorrogarán automáticamente mediante el pago de los derechos correspondientes, siempre y cuando se ajuste al funcionamiento e instalación de las estaciones a los términos de esta ley”. 
b) Podríamos estar frente a grandes capitales extranjeros, que ante la inexistencia del requisito de un porcentaje de   capital nacional, gestionarían un desplazamiento de empresas nacionales, menos poderosas o simplemente que no son buscados como  participantes de proyectos, por no ser este un   requisito.
c) Es necesaria esta participación nacional debido a que se esta frente a un bien demanial, que pertenece a todos los costarricense, existiendo el riesgo que al no ser obligatoria la participación de capital extranjero no se vea como bien público a proteger  sino como patrimonial dentro del comercio de los hombres.
d) El hecho que no sea obligatorio un porcentaje de capital nacional, resta como es lógico, el poder de decisión gerencial, de lo que se deriva un  riesgo, que puede atentar contra las costumbres y la idiosincrasia costarricense. No olvidemos, el amplio campo de cobertura de estos sistemas de comunicación, y la influencia que se ejerce sobre la opinión pública, por ser estos  canales de fácil y de inmediato acceso.   

2-  Repercusiones sociales, económicas y laborales: al no existir el requisito de capital nacional, puede tenderse a que el personal contratado no sea necesariamente costarricense,  o por lo menos  que los puestos de mayor jerarquía sean ocupados por  personas extranjeras, en cambio si existe participación de capital  nacional, esta  una posibilidad puede disminuirse abriendo el mercado laborar costarricense.  

De esta forma queda justificada la limitación que contenía el artículo 3 en el sentido que la misma es necesaria, idónea y proporcional por lo que cumple con una limitación razonable, conforme lo ha establecido la Sala Constitucional.

3-  La derogatoria de este artículo no era un compromiso adquirido por el país en el Tratado,  de Libre Comercio Estados Unidos Centroamerica y República Dominicana , por el contrario como se indicó en los puntos anteriores en el anexo 1 Lista de Costa Rica De Servicios relacionados con las Telecomunicaciones-Radio y Televisión, se encuentra como Medidas Disconformes precisamente la permanencia del artículo 3 de la Ley de Radio.
Conclusión: 
Por lo antes expuesto,  se recomienda al  Consejo Institucional emitir criterio positivo , relacionado con el Proyecto de “ Ley la  iniciativa  Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio, Nº 1735 , de 19 de junio de 1952, y sus Reformas,  Exp. N. 18422”.

7. Se envía oficio SCI-692-2012 del 31 de agosto de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Ing. Roberto Pereira, Director de la Escuela de Ingeniería en Electrónica, en el cual con instrucciones de la Presidencia, se le solicita criterio sobre el Proyecto de “Ley Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio No. 1735, de 19 de junio de 1954 y sus Reformas”.

8. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio de la Oficina de Comunicación y Mercadeo-79-2012, del 13 de setiembre de 2012, suscrito por la MBA. Karla Garita, Directora de la Oficina de Comunicación y Mercadeo, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual amplía el criterio emitido ante solicitud de  en oficio SCI-682-2012; y que dice:

“Con respecto a las limitaciones en los derechos de transmisión, desde esta oficina creemos que el planteamiento actual de la ley podría limitar a las televisoras costarricenses a la transmisión de eventos y programas cuando el pago de los derechos de transmisión se dan por parte de grandes consorcios internacionales. 

Sobre la temática de divulgación, rescatamos un aspecto positivo, ya que el planteamiento de la actual ley permite tener acceso a información internacional más variada y oportuna. 

En cuanto al acceso al mercado laboral de los comunicadores, y de acuerdo a la experiencia de relación con los medios, no contamos con información que nos permita concluir que el establecimiento de empresas internacionales de servicios inalámbricos de radio y televisión haya limitado el campo de acción laboral de los comunicadores, más bien desde nuestra perspectiva, esto ha abierto más fuentes de trabajo para los comunicadores”. 

9. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio EE-553-2012, del 14 de setiembre de 2012, suscrito por el Ing. Roberto Pereira Arroyo, Director de la Escuela de Ingeniería Electrónica, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite criterio y que dice:

“Considerando que:

1. Es de suma importancia que la explotación del espectro radioeléctrico esté regulada, ya que es un bien natural que pertenece a todos los costarricenses, y su uso debe fomentar actividades que favorezcan a la nación.

2. Las comunicaciones radiales y televisivas, entre otras, que hacen uso del espectro radioeléctrico, juegan un papel estratégico para la difusión de la información.

3. La agenda de implementación del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos no solicitó la remoción del artículo Artículo 3 de la Ley de Radio, No. 1735 del 19 de junio de 1954, y sus reformas.

4. El Artículo 3 de la Ley de Radio, No. 1735 del 19 de junio de 1954, y sus reformas, no prevé sanción alguna para individuos o empresas nacionales que actúen como testaferros de individuos o empresas extranjeras en la concesión de permisos de operación de empresas de radio y televisión.

5. Las instituciones de educación superior públicas juegan un papel fundamental en la generación y divulgación del conocimiento de todas las esferas del quehacer humano.

Se Recomienda:

1. Apoyar la iniciativa del Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio, No. 1735 del 19 de junio de 1954, y sus reformas, Expediente No. 18422.

2. Regular la posibilidad de que exista el subarrendamiento a compañías extranjeras o de capital extranjero completo, con lo que se podría estar “ocultando” no un beneficio para los costarricenses sino un negocio particular (testaferros), y que se establezcan sanciones para dicha actividad.

3. Extender el proyecto de ley, para que se le otorgue a las instituciones de educación superior públicas la exención del cobro del canon respectivo, para realizar actividades de transmisión de radio y televisión, siempre que tengan como objetivo impulsar la proyección del conocimiento a todos niveles de la sociedad, y con ello el efecto multiplicador importante del mismo.


ACUERDA: 

a. Pronunciarse a favor del Proyecto de “Ley Restablecimiento del Artículo 3 de la Ley de Radio, No. 1735 de 19 de junio de 1954 y sus Reformas, Expediente No. 18.422.

b. Instar al Departamento de Servicios Parlamentarios, para que analice y considere las recomendaciones emitidas por los entes técnicos de esta Institución; citados en los considerandos 6, 8 y 9 de este acuerdo.

c. Comunicar. ACUERDO FIRME
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